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	Resumen

	El delito de usura en Ecuador, tipificado en el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal, enfrenta serias dificultades para su aplicación efectiva debido a la interpretación restrictiva del verbo rector "estipular", que exige una manifestación formal de voluntad para acreditar el pacto de intereses usurarios. Esta investigación, de enfoque mixto y diseño secuencial explicativo, tiene como objetivo analizar las causas estructurales que determinan la inaplicabilidad práctica del delito de usura en Ecuador, con especial énfasis en los obstáculos probatorios derivados de la interpretación restrictiva del verbo rector estipular. La metodología combinó el análisis de 50 expedientes judiciales tramitados en Pichincha y Guayas entre 2019 y 2024, y 15 entrevistas semiestructuradas a fiscales, jueces y defensores públicos. Los resultados evidencian que el 72 % de los casos carece de documento escrito y que la falta de prueba de la estipulación es la causa de archivo en el 68 % de los expedientes. Se concluye que la norma opera como un instrumento simbólico y no como una herramienta efectiva de control social, por lo que se proponen reformas que flexibilicen los medios probatorios, definan objetivamente el interés usurario, fortalezcan la capacitación de los operadores y articulen el derecho penal con los mecanismos de supervisión financiera.
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	Abstract

	The crime of usury in Ecuador, typified in Article 309 of the Comprehensive Organic Penal Code, faces serious difficulties for its effective application due to the restrictive interpretation of the governing verb "stipulate," which requires a formal manifestation of will to prove the usurious interest agreement. This research, with a mixed approach and explanatory sequential design, aims to analyze the structural causes that determine the practical inapplicability of the crime of usury in Ecuador, with special emphasis on the evidentiary obstacles arising from the restrictive interpretation of the governing verb stipulate. The methodology combined the analysis of 50 judicial files processed in Pichincha and Guayas between 2019 and 2024, and 15 semi-structured interviews with prosecutors, judges, and public defenders. The results show that 72% of the cases lack a written document and that the lack of proof of the stipulation is the reason for dismissal in 68% of the files. It is concluded that the norm functions as a symbolic instrument rather than an effective tool for social control, and therefore reforms are proposed to make evidentiary means more flexible, objectively define usurious interest, strengthen the training of operators, and connect criminal law with financial supervision mechanisms.
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	Introducción

	El delito de usura, tipificado en el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal, sanciona con pena privativa de libertad de cinco a siete años a quien conceda préstamos con intereses superiores a los autorizados por la normativa vigente, con agravantes cuando la conducta afecte a más de cinco personas (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014). No obstante, la aplicación práctica de este tipo penal evidencia una brecha profunda entre su formulación normativa y su efectividad real. Según datos de la Fiscalía General del Estado (2020, como se citó en Rosas y Zambrano, 2024), entre 2014 y 2019 se registraron 2.560 denuncias por usura, pero únicamente 32 culminaron en sentencia condenatoria, lo que representa una efectividad inferior al 2 %. Esta cifra revela que la mayoría de las denuncias no superan la etapa de investigación previa y, en los pocos casos que llegan a juicio, el índice de condena es extremadamente bajo, generando una sensación de impunidad que erosiona la confianza ciudadana en el sistema de justicia. 

	La raíz de esta inaplicabilidad se encuentra, en gran medida, en el verbo rector del tipo penal: estipular. La doctrina y la jurisprudencia han interpretado este término en sentido restrictivo, exigiendo para su acreditación la existencia de un documento escrito que evidencie el pacto de intereses usurarios. La conducta del delito de usura desencadena problemas y desafíos para el derecho penal y la sociología, en tanto el tipo penal exige una manifestación formal de voluntad que rara vez se presenta en contextos de créditos informales. Esta exigencia probatoria, propia de una economía formalizada, resulta inadecuada frente a las dinámicas reales del endeudamiento popular, donde prácticas como los préstamos gota a gota o los otorgados por prestamistas informales (chulqueros) se han normalizado como mecanismos de acceso inmediato a liquidez, aunque con intereses que quintuplican los límites legales (Barcia, 2023; Urrutia y Paredes, 2022).

	Desde la perspectiva de la política criminal, el limitado impacto del tipo penal no responde a una ausencia de conductas lesivas, sino a la desconexión entre el diseño normativo y las dinámicas sociales del crédito informal. Como advierte Agüero (2021), los operadores de justicia enfrentan serias dificultades probatorias para establecer la desproporcionalidad entre el capital prestado y los intereses exigidos, especialmente cuando no existe documentación formal. Investigaciones recientes han profundizado en el análisis de la usura desde perspectivas que trascienden lo meramente normativo. La literatura especializada (Borbor y Suárez, 2022; Rosas y Zambrano, 2024) coincide en que el derecho penal no puede limitarse a una función simbólica, sino que debe cumplir eficazmente sus fines preventivos y protectores, y la usura configura un desafío estructural para el sistema penal ecuatoriano.

	Frente a este escenario, la presente investigación se aparta de los enfoques meramente dogmáticos o revisionistas para adoptar una estrategia metodológica empírica y doctrinal. Si bien la mayoría de los estudios sobre la usura en Ecuador se han limitado al análisis normativo y doctrinal, este trabajo incorpora un componente de campo que permite contrastar la teoría con la práctica judicial. Para ello, se ha diseñado una metodología mixta que combina, por un lado, el análisis cuantitativo de una muestra de expedientes judiciales tramitados por el delito de usura en las provincias de Pichincha y Guayas entre 2019 y 2024, con el objetivo de identificar patrones recurrentes en las causas de archivo y en la valoración probatoria; y, por otro lado, la realización de entrevistas semiestructuradas a fiscales, jueces y defensores públicos, orientadas a conocer de primera mano los criterios interpretativos aplicados al verbo rector "estipular" y las dificultades prácticas que enfrentan en la persecución de este delito. Este enfoque empírico permite superar el análisis abstracto de la norma y ofrece evidencia concreta sobre los obstáculos reales que enfrentan los operadores de justicia.

	En consonancia con lo expuesto, el presente artículo tiene como objetivo analizar las causas estructurales que determinan la inaplicabilidad práctica del delito de usura en Ecuador, con especial énfasis en los obstáculos probatorios derivados de la interpretación restrictiva del verbo rector estipular. Este estudio no se agota en un análisis técnico de la norma, sino que aspira a ofrecer insumos concretos para la adopción de políticas criminales más coherentes con la realidad socioeconómica del país, repensando la vigencia del delito de usura desde un enfoque real y no meramente simbólico.

	Materiales y métodos

	La presente investigación se inscribe en un enfoque metodológico mixto, que combina estrategias cuantitativas y cualitativas para abordar el fenómeno de la inaplicabilidad del delito de usura en Ecuador. Esta elección metodológica responde a la necesidad de no limitarse al análisis abstracto de la norma, sino de contrastar la teoría con la práctica judicial a través de evidencia empírica obtenida directamente de los operadores de justicia y de los expedientes judiciales. Como señalan Hernández et al. (2023), la investigación mixta permite una comprensión más amplia y profunda del objeto de estudio al integrar datos numéricos y narrativos, lo que resulta particularmente útil en el campo del derecho penal cuando se analizan fenómenos complejos como la usura, donde las dinámicas sociales, probatorias e institucionales se entrelazan.

	El estudio se desarrolla bajo un diseño secuencial explicativo (Hernández et al., 2023), en el que se prioriza la recolección y análisis de datos cuantitativos para, posteriormente, profundizar en los hallazgos mediante técnicas cualitativas. En una primera fase, se realiza el análisis de expedientes judiciales para identificar patrones estadísticos en el tratamiento de las denuncias por usura; en una segunda fase, se aplican entrevistas semiestructuradas a operadores de justicia para comprender las razones subyacentes a dichos patrones y explorar las interpretaciones prácticas del verbo rector "estipular".

	Se ha diseñado una matriz de análisis documental que permitirá extraer información estandarizada de cada expediente. La muestra está conformada por expedientes judiciales tramitados por el delito de usura en las provincias de Pichincha y Guayas entre 2019 y 2024. La selección de estas provincias responde a que concentran el mayor número de denuncias por usura a nivel nacional, según los registros de la Fiscalía General del Estado (2020), y presentan dinámicas de crédito informal significativamente distintas (urbana en Quito y Guayaquil, con presencia de sectores periféricos donde operan prestamistas informales).

	El tamaño de la muestra se determina mediante un muestreo no probabilístico por conveniencia, dado el acceso limitado a los expedientes y la necesidad de contar con casos que hayan superado al menos la etapa de investigación previa. Se analizaron 50 expedientes, considerando que este número permite identificar tendencias significativas sin perder la profundidad del análisis cualitativo de cada caso.

	Para el análisis cuantitativo de los expedientes, se diseñó una matriz de análisis documental que permitió extraer información estandarizada de cada caso. La muestra estuvo conformada por 50 expedientes judiciales tramitados por el delito de usura en las provincias de Pichincha y Guayas entre 2019 y 2024, seleccionados mediante un muestreo no probabilístico por conveniencia. La matriz incluyó variables agrupadas en varias categorías: datos generales del proceso (provincia, año de ingreso y duración total del procedimiento); identificación de los sujetos procesales, distinguiendo entre el tipo de denunciante (persona natural, representante de institución financiera u otro) y el tipo de denunciado (persona natural que actúa como prestamista informal o institución financiera formal); medios probatorios presentados, clasificados en documentales, testimoniales, periciales y otros; y existencia o no de documento escrito que acreditara el acuerdo de intereses, con las opciones de respuesta sí, no o parcial. 

	Para el enfoque cualitativo, se aplicaron entrevistas semiestructuradas a 15 operadores de justicia, seleccionados mediante un muestreo intencional o por criterio. La muestra se distribuyó en 5 fiscales provinciales de Pichincha y Guayas con experiencia en delitos económicos, 5 jueces de las Unidades Judiciales Penales con competencia en delitos contra el patrimonio, y 5 defensores públicos que hubieran representado a víctimas de usura. Todos los participantes debían contar con al menos tres años de experiencia en la materia y haber intervenido en un mínimo de tres procesos relacionados con el delito de usura. 

	La guía de entrevista se estructuró en cinco dimensiones temáticas: la interpretación del verbo "estipular" en el contexto del artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014) y la valoración sobre la adecuación de la exigencia de formalidad documental; las dificultades probatorias que enfrentan los operadores al momento de acreditar la usura en la práctica; los criterios para valorar las pruebas y la admisibilidad de pruebas indiciarias; la percepción sobre la eficacia de la norma y las reformas que consideran necesarias; y, finalmente, el contexto social del delito, indagando sobre la incidencia de la usura en sectores vulnerables y los factores que explican la baja tasa de denuncias.

	La investigación se ha diseñado cumpliendo con los principios éticos fundamentales de la investigación con seres humanos: consentimiento informado, confidencialidad y respeto a la dignidad de los participantes. Los datos personales de los operadores de justicia entrevistados serán anonimizados, y los expedientes judiciales serán tratados con la reserva que exige la normativa ecuatoriana sobre protección de datos personales. 

	Marco teórico conceptual de la usura

	La usura no es solo un problema jurídico, sino también social, a partir de que afecta principalmente a sectores económicamente vulnerables, que aceptan préstamos con intereses excesivos ante la falta de acceso a servicios bancarios. Historias como la de pequeños comerciantes que pierden su capital o familias que hipotecan sus bienes por un préstamo informal evidencian el impacto humano de este delito (Cando, 2020). La usura es una manifestación de la desigualdad social y está profundamente vinculada con las relaciones de poder y con la concepción moral del intercambio. Desde la perspectiva escolástica, el cobro de intereses excesivos se concibe como una ruptura del equilibrio social, ya que el dinero deja de cumplir su función como medio de intercambio para convertirse en un instrumento de dominación hacia otra persona. Por tanto, la usura representa una apropiación indebida del tiempo ajeno, pues se obtiene ganancia no por el trabajo o la producción, sino por la simple espera, lo que atenta contra la idea del bien común y la justicia social (Trincado, 2022).

	Asimismo, la usura propicia un ciclo de empobrecimiento y subordinación económica, en tanto las personas afectadas, al no poder cumplir con las obligaciones impuestas, se ven forzadas a contraer nuevas deudas que agravan su situación financiera. Esta dinámica no solo compromete la estabilidad económica del deudor, sino que también genera impactos colaterales en el ámbito familiar y emocional, tales como tensiones internas, afectaciones psicológicas y, en determinados casos, la adopción de conductas ilícitas como medio de subsistencia. Esta conducta se consolida cuando el prestamista aprovecha la urgencia o vulnerabilidad del deudor para imponer condiciones desproporcionadas, afectando no solo su patrimonio, sino también la equidad social y la estabilidad del orden económico legal. Por ello, la usura se manifiesta como un fenómeno que reproduce desigualdades estructurales y profundiza escenarios de exclusión, al convertir la necesidad de una persona o grupo en una forma de obtener beneficios económicos (Urrutia y Paredes, 2022).

	En diversos contextos comunitarios, los prestamistas informales llegan a adquirir una posición de legitimidad o de poder; esto provoca que la gente pierda la capacidad de denunciar estas prácticas ante las autoridades locales y contribuye a que este tipo de conductas sean normalizadas en la sociedad. Todo ello deja entrever la necesidad de implementar políticas públicas integrales que no solo fortalezcan el acceso al crédito legal, sino que también promuevan procesos de educación financiera y garanticen mecanismos efectivos de protección jurídica para los sectores socialmente más vulnerables e históricamente excluidos.

	La tipificación contenida en el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014) sanciona la usura con penas de 5 a 7 años de prisión y restitución económica, elevando la sanción si hay múltiples víctimas. Además, incluye como conducta típica la simulación de un negocio jurídico para encubrir el préstamo usurario (Código Orgánico Integral Penal, (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014). La incorporación de la usura como conducta típica permitió superar vacíos legales existentes en la legislación anterior, al establecer de manera expresa la sanción penal para quien otorgue préstamos con intereses superiores a los permitidos por la ley. No obstante, pese a este avance normativo, la eficacia de la regulación se ve limitada por dificultades probatorias y por una aplicación judicial que, en ciertos casos, no logra materializar la finalidad sancionatoria del derecho penal, afectando así la tutela efectiva del patrimonio y la seguridad económica de los ciudadanos (Cando, 2020). 

	La regulación penal en materia de usura tiene un propósito claro: cuidar el patrimonio de las personas y frenar los abusos de quienes se aprovechan de la necesidad ajena. Busca, por un lado, proteger a quienes se encuentran en situaciones de vulnerabilidad económica y, por otro, desalentar prácticas financieras abusivas que dañan la confianza en la justicia y en el sistema crediticio formal. La tipificación del delito, acompañada de sanciones económicas y privativas de libertad, refleja un enfoque integral que no solo persigue castigar al infractor, sino también reconocer que la usura es un problema social que afecta la seguridad jurídica y la convivencia. 

	El ordenamiento penal ecuatoriano incorpora una disposición específica que tipifica la usura como conducta delictiva, reflejando un esfuerzo legislativo por salvaguardar tanto los derechos patrimoniales individuales como la integridad del sistema financiero. En este sentido, el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014) establece sanciones privativas de libertad de entre cinco y siete años para quien imponga intereses superiores a los autorizados legalmente, agravándose la pena hasta diez años cuando se identifique un perjuicio colectivo que afecte a más de cinco personas (Rosas y Zambrano, 2024).

	En suma, aunque el marco penal ecuatoriano demuestra la intención de enfrentar la usura de manera integral, su aplicación todavía se ve limitada por la informalidad de los acuerdos, la dificultad probatoria y las carencias institucionales. Superar estos obstáculos es clave para que la norma no se quede en el papel y pueda brindar una verdadera protección a las víctimas, muchas de ellas personas y familias que recurren a estos préstamos porque no encuentran otra salida a sus necesidades más urgentes.

	El verbo rector "estipular". El verbo rector "estipular" constituye el eje central de la configuración típica del delito de usura, en tanto delimita el alcance de la conducta penalmente relevante. Desde una perspectiva doctrinaria, su acreditación exige la existencia de un acuerdo expreso mediante el cual se haya pactado un interés superior al permitido por la ley, lo que implica la necesidad de un respaldo probatorio de carácter documental. Así, aun cuando se evidencie la existencia de un préstamo y el cobro de intereses desproporcionados, la conducta no logra subsumirse plenamente en el tipo penal previsto cuando no existe prueba documental relevante. El término "estipular" adquiere una relevancia determinante, pues no basta con demostrar la existencia de pagos excesivos, sino que también se debe acreditar la voluntad consciente de las partes de convenir condiciones usurarias deudor (Borbor y Suárez, 2022; Rosas y Zambrano, 2024).

	Esta exigencia responde a la necesidad de diferenciar los abusos financieros derivados de prácticas informales de aquellos supuestos que configuran propiamente el delito de usura, garantizando así seguridad jurídica y delimitando con precisión el ámbito de responsabilidad penal. El verbo rector introduce una exigencia de voluntad expresa en la configuración de la conducta punible, debido a que el legislador exige que el sujeto activo acuerde de manera consciente con el sujeto pasivo condiciones financieras que superen los límites legales de interés. Ello excluye la aplicación automática o tácita de intereses usurarios sin la manifestación voluntaria de la imposición por parte del prestamista. Este matiz semántico incide de forma sustancial en la interpretación típica del delito, pues determina la frontera entre la infracción penal y una simple relación contractual irregular, y exige por tanto que el juzgador valore no solo la existencia del interés excesivo, sino también la presencia de una voluntad clara y dirigida a la obtención de un lucro desproporcionado en detrimento del deudor (Borbor y Suárez, 2022; Rosas y Zambrano, 2024). 

	Esta realidad evidencia una brecha entre la norma jurídica y las dinámicas sociales que caracterizan al crédito informal. En muchos casos, las personas afectadas carecen de documentación o del conocimiento necesario para exigir contratos claros y transparentes, lo que deja al sistema judicial sin herramientas eficaces para intervenir oportunamente. Asimismo, los documentos que llegan a existir suelen ser elaborados unilateralmente por los prestamistas, incorporando cláusulas ambiguas o imprecisas que favorecen interpretaciones orientadas a legitimar prácticas abusivas. 

	Uno de los principales desafíos que enfrentan los operadores de justicia al momento de acreditar la existencia del delito de usura reside en la dificultad probatoria para establecer de manera concluyente la desproporcionalidad entre el capital prestado y los intereses exigidos, especialmente en contextos donde no existe documentación formal ni contratos redactados con claridad. Esta problemática se agudiza cuando las relaciones crediticias se desarrollan en contextos de informalidad o bajo cláusulas contractuales opacas, lo que impide reconstruir con precisión los términos reales del acuerdo. Así, la ausencia de registros fehacientes o el uso de contratos redactados unilateralmente por la parte acreedora limita gravemente la producción de una prueba directa y desplaza la carga hacia mecanismos basados en presunciones, afectando la eficacia del proceso penal y el principio de legalidad en materia penal (Agüero, 2021). 

	A lo anterior se suma la complejidad técnica que implica la realización de peritajes financieros especializados, los cuales requieren recursos humanos y logísticos que no siempre están disponibles en las instancias investigativas. Esta limitación institucional provoca que, aun cuando se evidencie la existencia de préstamos con intereses excesivos, no sea posible acreditar de manera concluyente el elemento típico de la estipulación, lo que deriva en el archivo de las causas. En consecuencia, la ineficacia probatoria no solo debilita la aplicación del tipo penal, sino que perpetúa un entorno propicio para la reproducción de prácticas usurarias en detrimento de los sectores más vulnerables de la sociedad.

	Desde la política criminal, resulta evidente que el delito de usura configura un desafío estructural para el sistema penal ecuatoriano, no solo por la persistencia de prácticas crediticias abusivas en contextos de informalidad económica, sino también por la limitada eficacia de las herramientas institucionales orientadas a su sanción y prevención. La falta de denuncias, el temor de las víctimas y la ausencia de mecanismos de control financiero articulados con los entes de justicia penal han reducido significativamente el impacto de la normativa vigente. Por lo tanto, resulta indispensable repensar los lineamientos de política criminal desde una lógica más apegada al territorio, que considere tanto las dinámicas socioeconómicas locales como la necesidad de una respuesta punitiva más articulada con la realidad concreta del delito de usura (Borbor y Suárez, 2022). 

	Lo anterior se traduce en una baja tasa de sanción, lo que genera un sentimiento de impunidad que favorece la persistencia de prácticas usurarias. Cuando la sociedad percibe que los delitos financieros no reciben una respuesta oportuna ni proporcional por parte del Estado, se consolida una cultura de tolerancia frente a estas conductas, normalizando el acceso a mecanismos de financiamiento informal caracterizados por altos niveles de riesgo. Este escenario afecta con mayor intensidad a los sectores socialmente vulnerables, quienes, ante la ausencia de una protección jurídica efectiva, quedan expuestos a ciclos reiterados de abuso económico. Es preciso reconocer que la política criminal —entendida como el conjunto de decisiones estratégicas orientadas a la selección, tipificación y sanción de determinadas conductas— se encuentra condicionada por factores extrajurídicos que inciden de manera directa en su diseño normativo y su aplicación práctica. 

	Por ello, la necesidad de articular la política criminal se basa en principios racionales y sistemáticos, evitando que se configure como una respuesta meramente reactiva o populista. Así, el impacto real de una figura delictiva como la usura no puede evaluarse exclusivamente desde su tipificación en un cuerpo normativo penal, sino que debe observarse en función de su eficiencia dentro del sistema, su adecuación a los fines preventivos del derecho penal y su relación con los bienes jurídicos que se pretenden tutelar. Ello exige repensar continuamente su vigencia desde un enfoque real de política criminal y no meramente simbólico (Díez, 2021).

	Resultados 

	El análisis integral de la normativa penal vigente en Ecuador y de la praxis judicial vinculada al delito de usura permitió identificar evidencias empíricas y jurídicas que reflejan la ineficiencia en la aplicación del artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014). Para contrastar la teoría con la práctica judicial se revisaron 50 expedientes tramitados en las provincias de Pichincha y Guayas entre 2019 y 2024, complementados con 15 entrevistas semiestructuradas a fiscales, jueces y defensores públicos.

	En cuanto a la distribución geográfica, el 56 % de los casos (28 expedientes) correspondió a Pichincha y el 44 % (22 expedientes) a Guayas. Respecto a la temporalidad, el 40 % de los expedientes (20 casos) se registró entre 2019 y 2021, mientras que el 60 % restante (30 casos) se concentró entre 2022 y 2024, lo que evidencia un incremento en las denuncias en los últimos años, aunque sin un correlato en sentencias condenatorias.

	Sobre los sujetos procesales, se encontró que el 84 % de las denuncias (42 casos) fueron interpuestas por personas naturales —principalmente deudores en contextos de crédito informal—, mientras que el 6 % correspondió a instituciones financieras. En cuanto a los denunciados, predominan los prestamistas informales, conocidos como chulqueros, lo que confirma la centralidad del crédito informal en la configuración del delito.

	En relación con los medios probatorios, el 72 % de los casos careció de documento escrito que acreditara la estipulación de intereses usurarios, y en el 68 % de los expedientes esta ausencia fue la causa principal de archivo. Solo un caso culminó en sentencia condenatoria, lo que representa una efectividad penal inferior al 2 %. Los operadores de justicia entrevistados coincidieron en que la interpretación mayoritaria del verbo “estipular” exige un acuerdo documentado (80 %), y que el tipo penal resulta ineficaz en la práctica (86,7 %).

	Estos hallazgos confirman que la excesiva dependencia de pruebas documentales limita la capacidad de la Fiscalía para sustentar imputaciones sólidas, especialmente en un contexto donde la mayoría de los préstamos se realizan de manera verbal o mediante documentos informales sin validez probatoria suficiente.

	Desde una perspectiva de política criminal, los hallazgos evidencian que la ineficacia del tipo penal de usura no deriva de una ausencia de conductas lesivas, sino de un diseño normativo que desatiende las dinámicas reales del crédito informal y las limitaciones estructurales del sistema de justicia penal. En este contexto, la superación de los obstáculos probatorios y la recuperación de la función preventiva y protectora del derecho penal exigen un replanteamiento integral que trascienda meros ajustes dogmáticos y se oriente hacia reformas estratégicas con base empírica. A continuación, se desarrollan una propuesta de reformas concretas:  

	En primer lugar, se impone una flexibilización de los medios probatorios que permita acreditar la estipulación de intereses usurarios más allá del documento escrito. Resulta imprescindible que la ley admita como prueba válida los testimonios de los deudores y de terceros, los registros electrónicos de transferencias, los mensajes de texto o aplicaciones de mensajería, los peritajes financieros simplificados y, especialmente, las presunciones legales o indicios graves, precisos y concordantes que permitan al juzgador inferir la existencia del pacto usurario. Esta ampliación no implica una relajación del estándar de convicción ni una vulneración del principio de presunción de inocencia, sino una adecuación del sistema probatorio a las formas de contratación que predominan en los sectores vulnerables, en línea con los estándares de tutela judicial efectiva y acceso a la justicia.

	En segundo término, se requiere una definición objetiva y clara del interés usurario, que elimine la ambigüedad interpretativa actual. La normativa remite a los intereses autorizados por el Banco Central del Ecuador, pero la falta de un criterio uniforme sobre cómo calcular la tasa de interés efectiva y cuándo se supera el umbral permitido genera discrepancias jurisdiccionales y dificulta la actuación fiscal. Sería conveniente que la ley estableciera un parámetro objetivo —por ejemplo, que el interés total cobrado, incluyendo comisiones y gastos, no pueda exceder en más de un determinado porcentaje la tasa activa referencial vigente—, así como la obligación del prestamista de entregar al deudor un documento de liquidación con el desglose detallado. Esta precisión normativa facilitaría la pericia financiera y reduciría los márgenes de interpretación judicial, contribuyendo a la seguridad jurídica y a la igualdad de trato.

	En tercer lugar, el fortalecimiento de la capacitación especializada de los operadores de justicia —fiscales, jueces y defensores públicos— en materia de delitos económicos y financieros constituye una medida estructural imprescindible. Con esta capacitación se lograría poder distinguir entre interés nominal y efectivo, y aplicar con rigor las reglas de la carga probatoria dinámica, de modo que se supere la actual dependencia exclusiva del documento formal.

	Por último, la articulación del derecho penal con los mecanismos de supervisión financiera y las políticas públicas de inclusión crediticia es condición de eficacia sistémica. Sus principales acciones se muestran em la figura 1.

	Figura 1. Principales acciones para desactivar el ciclo de impunidad de la usura 

	[image: Image]

	Fuente: Elaboración propia con Napkin AI (2026).

	Esta integración de perspectivas —preventiva, administrativa y penal— es la única vía para desactivar el ciclo de impunidad que hoy convierte al tipo penal en un instrumento simbólico y no en una herramienta efectiva de control social. En definitiva, las reformas propuestas no son meras enmiendas técnicas, sino una apuesta por un modelo de política criminal basado en la evidencia, que reconozca la complejidad del fenómeno usurario y que ponga a la víctima en el centro del sistema, garantizando su acceso a la justicia y su protección efectiva. Sólo así el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014), podrá dejar de ser un enunciado retórico para convertirse en una norma viva que cumpla su finalidad constitucional de proteger el patrimonio y la dignidad de los ciudadanos más vulnerables.

	 

	Discusión

	Los hallazgos empíricos confirman que la interpretación restrictiva del verbo rector "estipular" constituye el principal filtro procesal que determina la inaplicabilidad del delito de usura. La evidencia recabada muestra que el 72 % de los expedientes carecía de documento escrito que acreditara el pacto de intereses usurarios, y que en el 68 % de los casos esta ausencia fue la razón determinante para el archivo de la causa. Esta realidad procesal refleja una disonancia profunda entre la exigencia normativa y las dinámicas del crédito informal, donde los acuerdos verbales o los documentos de escaso valor probatorio son la regla. 

	Dicha disonancia se ve corroborada por la percepción del 80 % de los operadores entrevistados, quienes señalaron que la práctica judicial mayoritaria exige un acuerdo documentado para tener por acreditada la estipulación. Esta rigidez formal no solo limita el acceso a la justicia de las víctimas, además evidencia que el diseño ecuatoriano ha priorizado la seguridad jurídica formal en detrimento de la tutela judicial efectiva de los sectores más vulnerables. 

	La tasa de efectividad penal inferior al 2 %, revela que el artículo 309 del Código Orgánico Integral Penal (Asamblea Nacional del Ecuador, 2014), opera por lo general como un instrumento de comunicación simbólica más que como un mecanismo efectivo de control social. Desde la teoría del derecho penal, la norma cumple una función de expresión de valores al comunicar a la ciudadanía que el Estado censura los abusos financieros, pero al no traducirse en sanciones concretas, genera un efecto paradójico, pues por un lado, se consolida una percepción de impunidad entre los prestamistas informales que normaliza las prácticas usurarias; y por otro, erosiona la confianza institucional de las víctimas potenciales, que perciben el sistema como ineficaz. 

	Este carácter simbólico se refuerza con el incremento de denuncias entre 2022 y 2024 (60 % de los casos), el cual no ha tenido un correlato en sentencias condenatorias. Dicho desfase sugiere que el sistema está procesando un mayor volumen de casos sin resolver el problema estructural de fondo, lo que confirma la tesis de Díez (2021) y Borbor y Suárez (2022) sobre la necesidad de articular la política criminal con la realidad socioeconómica, so pena de que el tipo penal se convierta en un mero enunciado retórico.

	El presente estudio presenta limitaciones metodológicas que condicionan la validez externa y la robustez de las inferencias causales. En primer lugar, el tamaño muestral (50 expedientes) y el muestreo no probabilístico por conveniencia, circunscrito exclusivamente a las provincias de Pichincha y Guayas, introducen un sesgo urbano que impide generalizar los hallazgos a todo el territorio nacional, particularmente a zonas rurales, amazónicas o de la Sierra centro, donde las dinámicas crediticias y las relaciones comunitarias pueden adoptar configuraciones distintas. 

	En segundo lugar, la atribución del 68 % de los archivos a la causa única de la falta de documento escrito constituye una inferencia causal, pues el diseño descriptivo empleado no controla variables intervinientes como la prescripción de la acción penal, la incomparecencia del denunciado, la insuficiencia del dolo o la atipicidad sobrevenida. Un análisis multivariante o, al menos, una revisión casuística más detallada habrían permitido aislar el peso específico de cada factor. 

	En tercer lugar, la dimensión cualitativa, pese a anunciarse bajo un diseño secuencial explicativo, no alcanzó la profundidad analítica esperada, pues los discursos de los operadores se resumen en porcentajes agregados (80 %, 86,7 %), sin que se presenten categorías emergentes, fragmentos textuales significativos ni una triangulación sistemática entre las narrativas y los datos de los expedientes. Estas limitaciones, lejos de invalidar los hallazgos, exigen ser declaradas explícitamente para situar el alcance real de las conclusiones y orientar futuras líneas de investigación.

	Los hallazgos ofrecen insumos empíricos relevantes para repensar la política criminal en materia de usura, siempre que se parta de una aproximación integral que trascienda meros ajustes dogmáticos. En primer lugar, se impone una flexibilización de los medios probatorios que admita expresamente testimonios, registros electrónicos, mensajería y presunciones legales basadas en indicios graves, precisos y concordantes, sin que ello suponga una relajación del estándar de convicción ni una vulneración del principio de presunción de inocencia, sino una adecuación a las formas de contratación predominantes en sectores vulnerables. 

	En segundo término, resulta imperativa una definición objetiva del interés usurario que elimine la ambigüedad interpretativa actual, estableciendo un parámetro claro, por ejemplo, que el interés total cobrado, incluyendo comisiones y gastos, no pueda exceder en un porcentaje determinado de la tasa activa referencial del Banco Central, así como la obligación del prestamista de entregar un documento de liquidación detallado. 

	En tercer lugar, el fortalecimiento de la capacitación especializada de fiscales, jueces y defensores en delitos económicos resulta estructural, a fin de que puedan distinguir entre interés nominal y efectivo y aplicar con rigor las reglas de la carga probatoria dinámica. Finalmente, la articulación del derecho penal con los mecanismos de supervisión financiera y las políticas de inclusión crediticia, integrando perspectivas preventiva, administrativa y sancionatoria, constituye la única vía para desactivar el ciclo de impunidad que hoy convierte al tipo penal en un instrumento simbólico.

	Finalmente, se hace necesario investigar las razones sociológicas que subyacen a la baja tasa de denuncias, el temor a represalias, la normalización de la usura en comunidades empobrecidas y la desconfianza institucional, pues solo comprendiendo estas dimensiones extrajurídicas se podrá diseñar una estrategia integral que aborde la usura no como un fenómeno aislado, sino como una manifestación de desigualdad estructural que requiere respuestas articuladas desde el derecho, la economía y la política social.

	Conclusiones

	La investigación realizada confirma, que la inaplicabilidad del delito de usura en Ecuador responde a causas estructurales, siendo el verbo rector "estipular" el principal obstáculo probatorio. Su interpretación restrictiva, resulta incompatible con la realidad del crédito informal, donde el 72 % de los casos carece de documento escrito y el 68 % de los archivos se debe a la falta de prueba de la estipulación. La efectividad penal es inferior al 2 %  y el 86,7 % de los operadores de justicia considera que el tipo penal no cumple su función disuasiva ni protectora. Estos datos revelan que la usura ha sido criminalizada bajo una concepción formalista y descontextualizada, generando una respuesta jurídica meramente testimonial que, lejos de proteger a las víctimas, refuerza las desigualdades estructurales al excluir de la justicia a quienes no pueden acreditar su condición por medios formales.

	Se concluye que la sola tipificación penal es insuficiente; la norma opera como un instrumento simbólico y no como una herramienta efectiva de control. Por ello, se requiere un enfoque integral que flexibilice los medios probatorios (testimonios, registros electrónicos, peritajes simplificados y presunciones legales), defina objetivamente el interés usurario, fortalezca la capacitación de los operadores y articule el derecho penal con los mecanismos de supervisión financiera. Estas medidas, respaldadas por los datos empíricos y por las voces de los propios operadores de justicia, constituyen una hoja de ruta para reformar el tipo penal, proteger a los sectores más vulnerables y recuperar la confianza ciudadana en el sistema de justicia penal.
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